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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Daniel Díaz Maynard. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Glenda Rondán, Jaime Mario Trobo, Ruben H. 
Díaz y Mariella Demarco. 


ASISTEN: — Señoras Representantes Margarita Percovich y Lucía Topolansky. 


INVITADOS: Por OSE, señores doctor Hugo Granucci, Vicepresidente; ingeniero Arturo Castagnino, 
Gerente General; profesor Alberto Martínez, Secretario General y Telmo Rodríguez, Gerente 
del Departamento Comercial. 


Por UTE, señores doctor Juan Gabito Zóboli, Director; doctor José Alem, Gerente de 


Asesoría Técnica Jurídica; doctor Edgard Varela Méndez, asesor letrado; contador Luis 
Margenat, Gerente Comercial y economista Oscar Burgueño, Gerente de Tarifas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Díaz Maynard).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 15 y 12) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir al señor Vicepresidente de OSE, doctor Hugo Granucci, al Gerente 
General, ingeniero Arturo Castagnino, al Secretario General, profesor Alberto Martínez y al Gerente de 
Departamento Comercial, señor Telmo Rodríguez. 


Los miembros de la Comisión teníamos particular interés en contar con la presencia de las autoridades de 
OSE y UTE, por lo que nos llena de satisfacción contar con ustedes. 


SEÑOR GRANUCCL.- En primer lugar, deseo agradecer la invitación recibida. 


Lamentablemente, no estamos todos los integrantes del Directorio presentes porque el Presidente Amaro está 
de viaje; está tratando de concretar algunos negocios de venta de las unidades de potabilización autónoma en 
Venezuela y Ecuador. Al respecto, hemos tenido éxito en la India, donde nos han realizado una promesa de 
compra de casi veinte unidades, que se concretarán a la brevedad, y otro tanto en Sudáfrica. Creemos que se 
trata de una tecnología muy interesante y que es aplicable a las de los países latinoamericanos; además, 
tienen una gran relación de costo eficiencia y un muy fácil manejo. Por lo tanto, creo que vamos a tener 
éxito. Por su parte, el Director Casas se encuentra visitando empresas similares a la nuestra en la República 
Argentina. 


En ese sentido, podemos adelantar que desde hace mucho tiempo hemos tenido una especial sensibilidad por 
los sectores más empobrecidos de la sociedad, sean o no nuestros clientes regulares. Al respecto, hemos ido 
generando políticas sectoriales, aunque no han tenido toda la difusión que habríamos deseado porque OSÉE no 
hace un manejo publicitario de ninguna naturaleza. La única publicidad del Ente es solamente cuando 
hacemos el anuncio de alguna licitación por razones legales, pero no realizamos una publicidad permanente y 
sostenida sobre la actividad de la empresa. 


Concretamente, hemos trabajado sobre distintos sectores de la población más carenciada, expresada de 
distinta manera o con diferentes características. Por ejemplo, tenemos una política muy clara con respecto a 
los evacuados en todo el país. A lo largo de esta Administración -y de las anteriores también- se han ido 
sucediendo una serie de inundaciones, por lo que también ha habido evacuados. Estas inundaciones 
generalmente afectan a las poblaciones más carenciadas, que se ubican en las lenguas de tierra que no tienen 
propiedad, o que no son interesantes en virtud de que padecen esa calamidad. Por lo tanto, dos por tres hay 
que trasladar a los habitantes de estas tierras, con las consecuencias que todos conocemos. 


Para estas personas hemos aplicado una doble política. En primer lugar, durante el tiempo que están 
evacuados no les facturamos el consumo de agua y no les aplicamos los vencimientos de lo que ya 
consumieron, a los efectos de no agravar una situación difícil. A su vez, también hemos aplicado esta política 
a todos aquellos que reciben a las personas evacuadas, ya sean organizaciones, instituciones o familias, 
durante el tiempo que dure la emergencia. Creo que esta es una política referida a un sector que pasa por un 
problema bastante dificil. 


Por otra parte, también tuvimos en cuenta al sector que agrupa a los jubilados y pensionistas. A estas personas 
les hemos tramitado mecanismos especiales de vencimiento de sus facturaciones debido a que estas fechas, 
de acuerdo a los ciclos que tiene OSE, no coincidían con las de los cobros de sus haberes. Por esta razón 
quedaban en estado de morosidad o de atraso sistemático, lo que los conducía a una morosidad que, como 
todos sabemos, está pensada para el país inflacionado de los años setenta, porque tiene multas, recargos e 
intereses. Entonces, esta problemática hizo que una situación pasajera pasara a ser definitiva; y las 
situaciones definitivas conducen a una actitud de incumplimiento sistemático, no ya del agua, sino de todas 
las obligaciones sociales que se producen a propósito de los servicios que se les presta. Por esa razón, hemos 
ido acompasando en todo el país los vencimientos de las facturas de quienes acrediten que son jubilados o 
pensionistas que son posteriores a la fecha en la cual perciben sus pensiones o jubilaciones, de manera que no 
se produzca esa situación. Hemos dado un tratamiento especial a estos hogares porque, generalmente, son de 
escasos recursos y no tienen disponibilidad para pagar en cualquier día del mes, de cualquier manera ni 
cualquier monto. 


El tercer grupo de gente que encontramos con serias dificultades económicas, socioeconómicas y 
socioculturales está constituido por los que habitan en asentamientos marginales, es decir, aquellos que 
ocupan terrenos que no adquieren legal o regularmente, pero que se constituyen como una suerte de poblados 
espontáneos, asentamientos o pueblos jóvenes, como se conocen en otros lados, por la velocidad, 
espontaneidad y el vigor con que se forman. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Cabe señalar que los pueblos situados en las orillas del Miguelete no son 
jóvenes, sino que ya tienen alrededor de cuarenta años. 


SEÑOR GRANUCCI.- Además, la formación de esos asentamientos es un proceso esforzado y 
sacrificado. A pesar de que a veces desde la distancia de la ciudad se los juzga, cuando se los mira desde 
adentro -afortunadamente, los recorro bastante- se pueden apreciar las dificultades de la gente 


involucrada y que no es una tarea fácil, sino que requiere empeño, dedicación y empuje que, muchas 
veces, hay que canalizar orientar y apoyar. 


Hemos visto que este sector de gente tiene problemas ocupacionales, bajos ingresos y serias dificultades para 
pagar la cuota de un servicio regular. Tienen una gran propensión a la conexión clandestina, que creo es 
culturalmente nociva, y además, una tendencia por sí al no pago, considerando el servicio como una 
obligación de la sociedad hacia ellos; es una demanda que hacen y, por lo tanto, no genera una obligación de 
pago. Para este sector, que es difícil de catalogar individualmente, pero que es fácil de apreciar 
geográficamente, hace poco tiempo hemos realizado un doble sistema de beneficios. Por un lado, la 
construcción de redes económicas que nos permitan cubrir rápidamente la necesidad de agua para atender, 
controlar y mitigar las complicaciones sanitarias que tienen estos asentamientos, que son marginales desde el 
punto de vista cultural y tienen una constitución precaria; se trata de una situación de vida agresiva y 
peligrosa para la estabilidad sanitaria de ellos en particular y para la población en general, como generadores 
de otras formas de contaminación o riesgos sanitarios. Esta ampliación de redes nos permite darles agua lo 
antes posible y en forma suficiente, con independencia de la relación jurídica que tengan con el predio que 
ocupan, de manera que el agua no se transforme en una herramienta para expulsarlos, pero tampoco en un 
elemento para complicarlos y agravar una situación ya difícil de por sí. 


Por otro, el Directorio y la OSE creen -así se ha trabajado- que este servicio no puede constar solo en darles 
agua, como veníamos haciendo en el pasado, a través de cuatro o cinco postes surtidores, ya que estos se 
convierten en focos de mayor peligro de contaminación dado que ahí se juntan los perros y los caballos, 
generalmente de hurgadores. Es decir que de esta manera complicamos la situación sanitaria. Entonces, 
hicimos una ampliación rápida y económica de las redes de abastecimiento, pero de las conexiones 
domiciliarias, tratando de que cada uno de los que ocupan estas viviendas marginales tengan conexiones 
individuales. 


Asimismo, pretendemos convertir el agua en una herramienta de culturización, generando la conciencia de 
que hay que pagar por el servicio que se presta, de que así como estamos dando a unos, tenemos que dar a 
otros a los que aún no llegamos. Entonces, la solidaridad que tiene que tener una empresa como esta, que es 
del Estado y que tiene una finalidad social impuesta en el artículo 1% de su Carta Orgánica, tiene que 
expresarse en tratar de construir una atmósfera moral que facilite la comprensión de que la solidaridad se 
lleva a cabo haciendo llegar el agua -como lo hacemos nosotros-, pero también recibiendo la colaboración de 
quienes ya cuentan con el servicio para que podamos seguir extendiendo el agua. Generamos cierta 
obligación de pago de una tarifa fija de $ 50 mensuales que nos asegure que les estamos cobrando casi toda el 
agua que consumen -unos 10 metros cúbicos por mes-, pero que no contiene cargos fijos por amortización de 
inversión o mantenimiento de redes. Esto es para referirles que el agua que consumen, de alguna manera, 
tienen que pagarla, y que quienes no pagan están impidiendo que la OSE recaude para poder realizar obras en 
otros barrios donde está faltando. 


Por otra parte, el Directorio entiende que la finalidad social que persigue la empresa es llegar a los que no 
tienen agua. Es decir, tratar de llegar a quienes les falta con la misma calidad del servicio que ya damos a 
otros. Para ello tenemos que sacar los recursos de la propia empresa y de su funcionamiento porque, como 
sabe la Comisión y el país todo, la OSE ni transfiere ni recibe recursos de Rentas Generales para cumplir sus 
cometidos. Es decir, los cometidos los está cumpliendo con lo que obtiene del cobro de la tarifa de sus 
clientes. 


Entonces, tenemos que implantar la construcción de esta solidaridad colectiva a través de una tarifa que nos 
permita decir a la gente a la que le proporcionamos el agua que también es responsable de una obligación con 
quienes les está faltando y que tiene que hacerse cargo de estos $ 50, que es lo mínimo que podemos cobrar 
para asegurar agua de buena calidad, todos los días del mes, todos los meses del año, para que tengamos, por 
lo menos, una barrera sanitaria importante y un mecanismo de cultura de solidaridad fuerte hacia los sectores 
que, por su propia constitución, están un poco más allá de lo que podría ser el esquema general del conjunto 
de valores que hacen a la sociedad uruguaya. 


Esos son los aspectos en los que estamos trabajando lo más intensamente posible con las dificultades que 
existe para que los sectores más carenciados comprendan los esfuerzos que hacen las empresas, que las 
empresas del Estado son bienes de todos que hay que administrar, y que quienes lo hacen ponen toda su 
responsabilidad pero se diluye en el conjunto. 


Hemos tenido algunas dificultades concretas. Por ejemplo, la semana pasada empezamos a trabajar en el 
barrio 12 de Octubre -pegado al Complejo América- y tuvimos que poner allí 650 metros de caño; los 
dejamos el viernes y el sábado de mañana no había ninguno. Por lo tanto, paramos la obra y dijimos: 
"Muchachos: hasta que no aparezcan los caños no hay más obra. O sea que traigan los mismos, compren 
otros, hagan lo que quieran, pero tráiganlos. Nosotros ponemos toda la obra y les llevamos el agua". Los 
caños aparecieron; solo faltaron seis: la cifra fue bastante razonable y que aparecieran fue todo un éxito. 
También tenemos que hacer una ampliación en Las Palmas. Lo mismo nos pasó en un asentamiento muy 
importante y muy olvidado, ubicado por Jaime Cibils y La Boyada, donde hay que entrar por medio del 
basural. Allí también pusimos caños y los robaron. Ya aparecieron y la semana que viene vamos a empezar la 
obra con los caños que están a custodia de quienes serán sus beneficiarios. 


Estamos trabajando en el área sin perjuicio de que hemos tenido algunas iniciativas que no hemos tratado con 
la debida celeridad, como la que nos hizo llegar el Presidente y que deberíamos considerar lo antes posible. 
También hay otras propuestas hechas llegar por el Director Casas -por lo cual nos habría gustado que 
estuviera aquí- en materia de modificación de las dos primeras franjas de cobro que tiene la OSE, entre 0 y 5 
metros cúbicos y entre 5 y 10 metros cúbicos, que es donde se ubica casi el 65% de nuestros clientes. Ahí hay 
unas iniciativas que proponen cobrar, no por franja, sino por lo efectivamente consumido. Tenemos que 
analizar esto porque como la estructura tarifaria de OSE ya contiene una sensibilidad social, en el sentido de 
que unos sectores financian a otros por subsidios cruzados y los sectores industrial y comercial subsidian al 
consumo familiar de menores ingresos, modificar las tarifas no es sencillo. A veces es posible generar una 
tarifa como esta de $ 50 a determinados sectores porque significa tratar de que empiecen a pagar los que nada 
pagan y mal consumen, en el sentido de que consumen porque se conectan clandestinamente pero no tienen 
ni el caudal ni la cantidad suficiente. Entonces, darles una tarifa preferencial es incluirlos como clientes, no 
es bajar a los que ya tenemos y afectar lo que venimos percibiendo sino aumentar la recaudación 


Estas iniciativas son interesantes y hay que estudiarlas, pero yo creo que deben tener límites. Es decir, se 
puede manejar la tarifa pero no para recaudar y obtener lucro sino para equilibrar los costos de 
funcionamiento de la inversión. Es muy difícil de tocar y, como sabemos, está divida en franjas y por 
concepto de clientes, como el comercial, el familiar, el domiciliario, el industrial; dicha tarifa se construyó en 
los años 1969-1970. Quiere decir que el país ha vivido diferentes circunstancias y, quizás, hoy haya que 
repensar el sistema. Se ha trabajado en ese sentido; se ha consultado a la Universidad de la República, pero 
no se ha llegado a una solución que podamos instrumentar con rapidez porque, por ejemplo, para bajar cuatro 
o cinco puntos en la tarifa industrial hay que subir alrededor de ciento treinta o ciento treinta y cinco en la 
familiar, cuando esta representa el 70% de nuestros ingresos. Entonces, no podemos transferir con esa 
rapidez sin tener la certeza necesaria acerca de cuáles serán las consecuencias en el comportamiento del 
consumo y sobre la reactivación que podría provocar esa reducción de cuatro puntos en la tarifa comercial y 
ese castigo sobre la tarifa familiar con un aumento de ciento treinta y cinco. 


No es fácil trabajar sobre esto pero podemos hacerlo sobre los sectores que vienen; no afectan nuestra 
recaudación, pueden incorporarse como nuevos clientes regulares, a su vez, la OSÉE puede ser utilizada como 
un instrumento cultural sobre determinados sectores de la población pero siempre guiados por esa 
sensibilidad social que marca la propia Carta Orgánica del Ente; me parece un silogismo de falsa oposición 
afirmar que hay que priorizar la finalidad social frente a la finalidad económica, siendo que una sostiene a la 
otra y no son contradictorias. Para lograr la finalidad social necesitamos recursos para eso y tenemos que ser 
muy cuidadosos al tocar una tarifa para no perderlos, pues a propósito de querer cumplir una finalidad 
correcta podemos aplicar soluciones que la comprometen y no la resuelven. En ese esquema nos venimos 
moviendo con respecto al problema social vinculado a un ente que tiene un enorme componente de 
naturaleza social, en el cual resulta difícil ver el agua como un bien de cambio, y está vista como una 
necesidad del hombre. Esto es cierto pero para que llegue aquí necesitamos levantarla del río, potabilizarla; 
necesitamos bombas para impulsarla, cañerías para distribuirla, es decir que es un complejo empresarial 
donde se juntan los recursos económicos, la organización humana, la organización material, con una finalidad 
que debe tener un sustento económico pero, en este caso, tiene un claro sustento social. 


SEÑOR CASTAGNINO.- En el año 1983, en todo el país había alrededor de cuatrocientas mil 
conexiones directas de agua potable y hoy existen más de ochocientas mil. Quiere decir que el 
crecimiento de la institución fue muy importante y algunos aspectos ayudaron mucho. El 
Vicepresidente hablaba de las tarifas y cuando OSE comenzó a funcionar como administración pública 
en 1952, la tarifa que se recaudaba era solamente para los costos de explotación y las inversiones se 


hacían por la vía legal, por Rentas Generales. Posteriormente, este mecanismo cambió y OSE financia 
absolutamente todo con los ingresos tarifarios. Esa es la filosofía, y lo que establece el artículo 3” de la 
Carta Orgánica en cuanto a que los cometidos del organismo deben hacerse con una orientación 
fundamentalmente higiénica, anteponiéndose las razones de orden social a las de orden económico y un 
tipo de tarifa de circunscripción nacional con una solidaridad intergeneracional; la gente que paga, 
muchas veces está financiando a las generaciones futuras. 


En los últimos años hemos hecho muchas inversiones muy importantes, pero también muchas obras de 
carácter social, abasteciendo a los cantegriles o pueblos jóvenes. Además, durante muchos años, en las 
décadas de los ochenta y los noventa, se hicieron muchas ampliaciones de red con conexión directa, con 
medidor. Lamentablemente, a veces por culpa del organismo que no tuvo una respuesta rápida desde el punto 
de vista comercial para cobrar al usuario inmediatamente que le colocaban el medidor, después vinieron 
dificultades cuando se comenzaba a pasar la factura después de muchos meses y se crearon muchos de los 
problemas que a veces tenemos. Inclusive, hay determinados lugares -como los ex barrios municipales, por 
ejemplo Cerro Norte, y otros como el barrio Borro- en los que OSE no cobra por el servicio, pero tampoco lo 
corta. OSE los abastece de agua pero no les corta, porque se trata de más de quinientas familias. Esto genera 
un costo bastante importante para OSE, que lo tiene que financiar también con los ingresos tarifarios. 


Como decía, hicimos inversiones muy importantes que naturalmente las tenemos que financiar con la tarifa. 


Además, como decía el señor Vicepresidente, en muchos barrios de Montevideo y del interior estamos 
haciendo ampliaciones y procurando que la gente tenga -como creo lo ha tenido siempre- un concepto sobre 
el agua y la posibilidad de pago importantes. Por eso creemos que es importante la instalación de los 
medidores individuales para que la gente pueda tener conciencia exacta de lo que realmente consume. A 
pesar de eso, tenemos una morosidad importante de alrededor de setenta mil usuarios que actualmente 
representan aproximadamente $ 600:000.000, de los cuales, si no me equivoco, $ 350:000.000 corresponden 
al capital. 


SEÑOR DÍAZ.- ¿Cuánto es en dólares? 


SEÑOR CASTAGNINO.- Son unos US$ 20:000.000 que corresponden a morosidad de clientes por 
tarifa familiar y comercial. 


SEÑOR DÍAZ.- ¿Cuánto recauda OSE? 


SEÑOR CASTAGNINO.- En el año 2002 se recaudó US$ 142:000.000. 


Tomando el dólar promedio al año 2002, se recauda US$ 142:000.000, de los cuales -para que tengan una 
idea- se vuelcan a la Dirección General Impositiva US$ 17:000.000; Impuesto al Patrimonio, el IRIC y el 
impuesto a la compra en moneda extranjera que no sé si el Parlamento lo votó. Además, OSE tiene que pagar 
el IVA, que es un costo porque no lo descarga en la tarifa. Es un costo importante; a esta altura, son unos 
cuantos millones de dólares, tal vez menos US$ 10:000.000, debe ser alrededor de US$ 5:000.000 y 

US$ 7:000.000. 


SEÑOR DÍAZ.- Sería un 16% de morosidad. 
SEÑOR CASTAGNINO.- Exacto. 


A esa cifra hay que sumarle lo que el Estado nos debe entre las Intendencias y la Administración Central, que 
son US$ 10:000.000 más. 


SEÑORA TOPOLANSKI.- Yo hice un pedido de informes a la OSE por dos razones. Pregunté cuántos 
servicios cortados se volvían a reconectar, para medir, en primer lugar, cuánta gente iba quedando en 
el camino y, en segundo término, para verificar cuántas viviendas están sin agua porque quedan 
desocupadas. 


Creo que lo peor que nos puede pasar es que la gente se acostumbre a engancharse tanto sea con el agua 
como con la luz, que de los servicios públicos que presta el Estado son los más importantes. El que se 
enganchó luego va a ir por la línea más fácil; desgraciadamente eso es así. Me parece bárbaro que se instalen 
medidores y no surtidores porque precisamente, personaliza un hábito. 


SEÑOR GRANUCCI.- La obligación es pagar, porque el hábito puede ser pagar o no. 


SEÑORA TOPOLANSKI.- Sí, está bien. Pero usted dijo algo que es cierto. A veces, la gente tiene la 
sensación de que es un deber del Estado proporcionarle los servicios. Eso pasa también. 


Tengo idea de que no solo en los asentamientos, que por su precariedad tienen un contexto diferente, sino 
también en barrios periféricos pero establecidos se producen problemas de corte y después se producen esas 
situaciones. 


Por eso hice el pedido de informes, es decir, para verificar si es una idea que tengo a través de las denuncias 
que me llegan o si esto era cierto. Es el fundamento de esos artículos establecidos en el proyecto de ley en el 
sentido de preferir tener a todo el mundo legal y registrado. No conocía esta tarifa de los 10 m3. 


SEÑOR GRANUCCI.- Es falta de publicidad de OSE. 
SEÑORA TOPOLANSKI.- Veía con preocupación ese no retorno de la gente a solicitar el servicio. 


Tengo entendido que en otros países se estuvo midiendo el costo de la administración sobre el conjunto de los 
costos de la empresa, es decir, el mecanismo que opera desde la persona que toma el consumo, luego cuando 
se elabora la contabilidad, hasta que se emiten y reparten los recibos, y todo ese costo eliminado permitía dar 
un básico de consumo gratuito. Me preguntaba si no tendríamos que pensar en otras soluciones. Entiendo que 
la estructura de las tarifas debe ser compleja, pero mucho más caro le puede salir a la OSE que haya un 
paquete de población que se desenganche y después no retorne. 


A través de ese pedido de informes que no me contestaron -de paso, fraternalmente, les pego el tirón de 
oreja-, quería saber si mi percepción es real o no, porque preciso los datos para trabajar. 


SEÑOR GRANUCCI.- Tenemos extremada preocupación por que nuestros clientes que se desconectan 
o los desconectamos por razones de incumplimiento comercial, se vuelvan a conectar. Primero, para 
que nadie se quede sin agua; es un principio general. Uno se puede quedar sin luz, pero no sin agua. Si 
teóricamente está cortado pero realmente está conectado, generamos la cultura del no pago. 


Nuestro sistema comercial está bastante viejo y genera por sí morosidad, y por ello hay gente que no puede 
conectarse porque le llegan las facturas muy tarde con un consumo muy alto, y como no hay un seguimiento 
permanente de cada uno de los clientes, eso determina que se den situaciones de consumos abusivos que no 
son tales porque hubo roturas, etcétera. Como no hacemos un seguimiento muy prolijo, esto se transforma en 
el envío de cuentas que los clientes no pueden pagar. Este es uno de los motivos. 


Segundo motivo: luego de generada esa cuenta, cada vez que uno se atrasa, y como no se puede pagar por 
más que pasen dos o tres días sino con la factura del mes siguiente que ya viene con aviso de corte y la 
morosidad casi es inminente, se paga con multa, recargos e intereses que son de un Código Tributario de los 
años setenta con un país inflacionado. Quiere decir que las multas, recargos e intereses pertenecen a un país 
que no es el mismo al que atravesamos en los años noventa hasta la fecha o hasta el año pasado. Eso 
determina que son más costosos las multas, los recargos y los intereses que lo que realmente habían 
consumido de agua. Pero las exoneraciones solamente las podemos votar por ley, porque la tarifa viene por 
ley, como si fuera un impuesto. Así está concebido jurídicamente. 


A finales de 2001, en el límite de lo correcto pero pensando en una solución que habilitaba esa forma 
jurídica, si bien no tenía la perfección de lo que es la rectitud desde el punto de vista del Derecho, lo que 
hicimos fue congelar las multas, los recargos y los intereses y solamente ir al consumo efectivamente 
realizado por el cliente. Eso es lo que hoy se conoce como la resolución del Directorio N* 902, que permite a 
todos los clientes que tengan una deuda de más de tres meses, que es cuando se produce el corte y demás, 


reconocer la deuda pasada con multas, recargos e intereses, colgar esa deuda -para utilizar algún símil con 
algún otro instituto-, pasar a revestir como clientes regulares de aquí en más y pagar el consumo futuro que 
realice. Solamente se les hará exigible la deuda pasada en el caso de que vuelvan a reincidir en su morosidad. 


Con esto, rescatamos a los clientes que por razones propias o de la propia estructura de la penalización de la 
morosidad se transforman en morosos irredimibles. Entonces, lo que tenemos que hacer es sacarlos de eso, 
sortear el Código Tributario y poder viabilizar una solución de regularización. Eso fue lo que hicimos con la 
Resolución N* 902, que les dejamos para que conozcan y difundan, puesto que nosotros no tenemos mucha 
plata para la difusión pública. 


SEÑORA RONDÁN.- Nosotros tenemos menos: cero. 


SEÑOR GRANUCCI.- Otra cosa que me parece que puede ser interesante en otro esquema de 
organización: uno analiza todos los que pagan, cuánto nos cuesta potabilizar y distribuir agua, el 
saneamiento, etcétera, y posiblemente haya sectores que pueden estar exonerados del pago. Pero si 
tomamos ese camino, después no hay diferencia porque la necesidad es similar para todos, aunque la 
disponibilidad no es igual para todos en cuanto a asumir la obligación. Pero si exoneramos a unos y les 
cobramos a otros, lo que generamos es una suerte de comparación negativa que conduce al no pago por 
parte de los que pagan. Eso es inevitable. Es lo que pasa con las amnistías de los presos comunes; es el 
reflejo natural inmediato. Creo que debemos tener cuidado porque si cambiamos el esquema general y 
el escenario sobre el cual trabajamos y repartimos de otra manera la realidad, y si cambiamos el 
conjunto de conceptos culturales que nos rodean y nos organizan como tal, entonces, sí sería posible 
imaginar una hipótesis de ese tipo. Pero en este esquema de organización, comparando dos conductas 
absolutamente opuestas y beneficiando a unos y a otros no, creo que no generamos hechos positivos 
sino mayor conflictividad. 


Por eso no recorrimos ese camino y sí el otro que señalaba en la resolución que fija un pago, aunque mínimo, 
para que todos también nos sintamos iguales en las cargas. 


SEÑOR CASTAGNINO.- Al promedio del dólar de 2002, lo recaudado por OSE fueron 
US$ 142:000.000. Las deudas ascienden a unos US$ 20:000.000 en la tarifa que no era oficial. El 
Estado, entre las Intendencias y la Administración Central, nos debe alrededor de US$ 10:000.000. 
Pagamos alrededor de US$ 17:000.000 a la DGI por año; eso fue lo que pagamos en 2002. Pagamos 
US$ 23:000.000 al BPS. Tenemos una carga muy importante de servicio de deuda; en 2002 pagamos 
US$ 32:000.000, de los cuales US$ 22:000.000 es capital y US$ 10:000.000 corresponde a intereses. Los 
sueldos ascienden a US$ 28:000.000. Entre sueldos y cargas sociales, la estructura es de un 33%; 
alrededor de un 10% u 11% está el pago de la DGI; alrededor de un 20% o 21% está el servicio de 
deuda y el resto, un poco más de 30%, tiene que ver con las inversiones y los gastos operativos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Respondiendo a la señora Diputada, efectivamente la Administración tiene 
absolutamente claro cuál es el problema de la reconexión. Hay dos situaciones que hay que diferenciar 
bien. Primero: la zona periférica -para no darle otro adjetivo- donde por más que nosotros actuemos 
con el corte, el costo de llegar a un corte efectivo es realmente muy alto. En función de que se señaló 
que la morosidad de OSE estaba en los 70.000 servicios, quiero hacer una precisión. Esos 70.000 
servicios son una acumulación de por lo menos cuatro años; no es de ahora. 


Segundo: siguiendo con la exposición del señor Vicepresidente, con la Resolución N* 902 y concordantes - 
porque fue ampliada- hemos dado facilidades a aquellos usuarios morosos, y entre el 1* de octubre y el 31 de 
mayo, hemos recuperado 11.709 usuarios activos. Algunos de estos pueden haber caído en morosidad 
nuevamente, pero la Administración ya les ha dado las opciones que tenía a su alcance. 


A fin de mostrarlo gráficamente -dejamos el material a su disposición-, el gran peso de la morosidad de OSE 
es en Montevideo. Hay dos realidades diferentes: Montevideo e interior. Del censo que se hizo de los 
servicios cortados en el interior, el 50% corresponde a casas vacías. En Montevideo, el 65% de la morosidad 
se concentra en los ciclos periféricos. Por supuesto que también tenemos morosos en La Aguada, que está 
prácticamente vacía, y en el Centro donde cada vez que pasamos vemos menos negocios. También los hay en 
la Unión. 


Si comparamos el período enero-abril de 2002 con el período enero-abril de 2003 podemos apreciar que 
ascendemos en la morosidad: el año pasado fue de 1,23% y este año de 1,29% pero, prácticamente, está 
estancada. Eso significa que los usuarios han estado abonando. Por supuesto que no puedo vencer la 
tentación de decir cuál es el costo de la factura de OSE. Cuando el señor Vicepresidente hablaba del 85% de 
los consumos residenciales, en realidad, se estaba refiriendo a un dato que le di, y es que entre 1 metro cúbico 
y 15 metros cúbicos se ubica el 85% de las unidades habitacionales, lo que a la tarifa de enero nos estaba 
dando una factura promedio de $ 130. Por lo tanto, no es lo mismo la capacidad de pago para la factura de 
OSE que la capacidad de pago para otros servicios públicos. 


En cuanto al sistema comercial -el cual fue mencionado por el señor Vicepresidente-, podemos decir que fue 
implantado en el año 1982 y que le hemos hecho las correcciones uruguayas, como es de estilo, tratando de 
solucionar los problemas que las reglamentaciones implican y que, por distintos motivos, no se cumplen. Al 
respecto, quiero señalar que la recaudación de los primeros cinco meses en OSE ha sido de US$ 48:500.000; 
es decir, que dificilmente vamos a sobre pasar los US$ 130:000.000 en el año. 


SEÑOR DÍAZ.- Los señores visitantes han hablado de todo lo relativo a OSE, lo cual es muy 
interesante, pero creo que debemos centrarnos en el tema que nos ocupa, fundamentalmente para 
saber dónde estamos parados. 


Concretamente, quisiera preguntar a cuánto asciende el porcentaje de la población con aguas servidas, con 
agua potable, la relación media en América Latina y en el mundo, y los mismos datos con respecto al 
saneamiento porque, en definitiva, lo que importa es saber si estamos por encima, por debajo, peor o mejor; y 
quisiera saber si tenemos alguna cifra evolutiva del país en su conjunto con relación a otros años. Siempre 
vemos que los indicadores sociales de Uruguay en general son muy buenos cuando los comparamos con 
otros, pero no lo son tanto cuando los comparamos con nosotros mismos. Por lo tanto, quisiera saber -reitero- 
el porcentaje de la población que tiene agua potable y saneamiento con relación a la región y al mundo, y a 
nosotros mismos en el pasado. 


SEÑOR GRANUCCLI.- En el mes de marzo fui a un congreso mundial del agua, realizado por el Banco 
Mundial. En dicho congreso se mencionaron experiencias de todo tipo con respecto a distintas 
empresas que eran del Estado, mixtas, privadas, y a coberturas y sistemas de agua potable y 
saneamiento en todo el mundo; tanto es así que terminamos dando una conferencia para el Africa. 
Además, se habló de los sistemas de Europa y Estados Unidos, que tiene una realidad muy compleja 
porque no son únicos; lo mismo ocurre en Europa y en América Central, como todos conocemos. 


La conclusión que sacamos de dicho congreso es que nosotros estamos muy bien en cualquiera de esos 
aspectos. Estamos desarrollando tecnología propia en cuanto a la potabilización del agua, lo cual no es poco, 
y logramos los niveles de cobertura indicados a la velocidad que lo hicimos, tal como señalaba el ingeniero 
Castagnino. Asimismo, en el tema organizacional también estamos muy bien, al igual que en la disciplina del 
mercado, es decir, cuántos clientes pagan efectivamente, que es un dato muy importante. Decimos esto 
porque en esa oportunidad se dijo, por ejemplo, que se tenía la cobertura del 80% o el 90% de la población de 
Santo Domingo pero ninguno de los usuarios pagaba. Y esto es así no porque no deban nada, sino porque no 
tienen la cultura necesaria; el mercado no tiene la disciplina de pagar, entonces las empresas viven de las 
transferencias de los Gobiernos centrales, cuando pueden hacerlo, o de sistemas mixtos. 


Nosotros estamos muy bien con respecto a la cobertura; tenemos el 98% de cobertura de agua a nivel 
nacional, de población urbana y suburbana, ya que en Montevideo no solo estamos llegando a la zona 
suburbana sino a la rural. En ese sentido, estamos tratando de hacer una obra en el camino de Pajas Blancas a 
La Colorada. En esa zona cada cliente está a 500 metros uno del otro y, sin embargo, estamos tratando de 
llevar a cabo esa proyección, lo cual dimensiona el grado de cobertura que tenemos. Estamos haciendo lo 
mismo en Tacuarembó, donde hicimos una extensión de más de 8 kilómetros para cubrir pueblo Clavija en 
Cuchilla del Caraguatá y vamos a extenderlo un kilómetro y medio más para dar el servicio a 14 familias. Es 
decir que en esta materia el país en su conjunto, a través de la OSE, viene trabajando en forma excelente. 


Por otra parte, estamos haciendo lo mismo con algo mucho más costoso, que es el saneamiento, ya que esta 
tarifa no se compara con la del agua. El saneamiento constituye el 60% de lo que se consume de agua pero, 
sin embargo, la obra de infraestructura es tanto o más cara que la del agua potable. Sin embargo, estamos 


creciendo en los sectores más comprometidos como la recarga del acuífero Guaraní en Rivera; asimismo, 
estamos mejorando las condiciones en Artigas con una represa que contiene el reflujo durante las crecidas y 
ampliando el saneamiento, lo cual es difícil porque en la zona hay mucha piedra, hay que hacer explosión tras 
explosión y la gente se queja. Además, estamos haciendo una planta de tratamiento en Treinta y Tres y otra 
en Minas, con lo que se va a lograr una cobertura total de la población urbana. Asimismo, tenemos terminada 
la planta de tratamiento en Rivera con lo que podremos hacer el saneamiento de Rivera y Livramento. En ese 
sentido, nos estamos imaginando una suerte de debate empresarial y político, algo binacional, en la zona de la 
recarga del Guaraní. También estamos viendo si podemos financiar, a través del Banco Mundial, la 
construcción de una planta de tratamiento sobre Tranqueras, que es la otra gran ciudad que tenemos en la 
zona de recarga del acuífero en Uruguay. Además, vamos a construir la planta de Durazno, y otra en Melo 
con recursos del Gobierno español. La que se encuentra en el departamento de Canelones vamos a ampliarla 
y a cambiarla de lugar, lo cual nos va permitir una cobertura total de la capital de ese departamento. 
Asimismo, estamos ampliando el saneamiento en Colonia y en San José, y el departamento de Florida está 
totalmente saneado. Todavía nos falta un poco del litoral, aunque en Paysandú hicimos el colector. 


SEÑOR CASTAGNINO.- En el marco del Plan 785 hicimos las plantas de tratamiento de Fray Bentos, 
Tacuarembó, Florida, Trinidad, Santa Lucía, San Carlos, y otras de menor porte como las de Paso de 
los Toros, Sarandí Grande y Casupá. 


SEÑOR GRANUCCI.- Quiere decir que en ese aspecto también estamos muy bien, y me estoy 
refiriendo al saneamiento realizado por mecanismos tradicionales por alcantarillas, pero también hay 
otro tipo de saneamiento que es admitido por la Organización Mundial de la Salud que se realiza por 
medio de cámaras sépticas, por el que ya tenemos una gran cobertura. Si ahora tenemos más del 40% 
de cobertura, vamos a pasar a más del 60% si consideramos estas formas de saneamiento alternativos 
que son admitidas. Además, MEVIR también ha colaborado y nosotros lo hemos hecho con este 
organismo; en los últimos 10 años ha llevado a cabo más de 150 obras que nos incorporan a nosotros, 
pero, a su vez, nosotros incorporamos redes que, de lo contrario, no tendrían destino. 


Por lo tanto, creo que también en este aspecto -el Gerente General brindará datos concretos- tenemos una 
empresa que ha venido cumpliendo a satisfacción con sus cometidos. Es importante destacar que en casi todo 
el mundo las empresas son privadas o del Estado, y este le transfiere recursos. Por ejemplo, la empresa más 
importante que tiene España, Canal de Isabel II, que cubre el área metropolitana de Madrid, tiene una 
relación entre funcionarios y usuarios de aproximadamente 2,2 cada 1.000 conexiones; nosotros, tenemos 
casi cinco. Ellos tienen todo el saneamiento realizado y toda la infraestructura de agua potable en 
funcionamiento, pero ese trabajo lo hizo el Gobierno Central y lo transfirió a Canal de Isabel II para que lo 
operara. Esto no es lo que sucede en Uruguay, donde toda la inversión la hace OSE obteniéndola de su tarifa, 
sin obtener transferencia alguna de recursos de parte del Gobierno Central. Esto es importante a la hora de 
evaluar si la empresa ha sido exitosa a lo largo de los últimos cincuenta años. Yo creo que lo ha sido. ¿Por 
qué? Porque ha logrado el 98% de cobertura de agua potable en todo el país, en las zonas urbanas y 
suburbanas, y ha llegado a más del 40% del saneamiento por alcantarillado, pasando al 60% cuando termine 
todas estas obras, todo esto con recursos propios. El Gerente General manifestó que habíamos percibido unos 
US$ 140:000.000 y que el tipo de cambio y el crecimiento de la inflación no fue acompasado necesariamente 
por el crecimiento de la tarifa. En este sentido cabe señalar que nosotros pagamos todo el endeudamiento de 
la infraestructura con lo que recaudamos a través de las tarifas, o sea que necesariamente, por imposición de 
los hechos, hubo un reacomodo interno y una reingeniería de operación que permitió abatir costos y no 
transferir a la tarifa las mayores exigencias financieras que provenían de una situación modificada a partir de 
junio del año pasado. Eso me parece importante y no lo vimos en muchas empresas de Latinoamérica -con 
las cuales hemos estado en marzo, en la conferencia del Banco Mundial- ni en las europeas en general -que 
son de las comunidades y no de los Estados- ni en las inglesas -que pierden plata- ni en las norteamericanas, 
que también están subsidiadas por los gobiernos estaduales. Además, tampoco hay muchas empresas que 
cubran el territorio nacional. Si bien el Uruguay no tiene un extenso territorio ni la población tiene 
dimensiones que no puedan ser abarcadas, no es lo mismo tener una mentalidad para cubrir una zona 
delimitada territorialmente y una población concentrada y acotada que para cubrir un país, con sus 
diversidades. Eso hace que los problemas se piensen y se enfrenten de otra manera, y que los estudios que se 
realicen sean diferentes. 


Por eso, el Uruguay tiene lo que, a veces, no vemos en otros países: un plan director para toda la cuenca del 
río Santa Lucía -realizado por los Directores anteriores, con colaboración de empresas extranjeras y de otros 
Estados- que nos permite diseñar la política del agua y del saneamiento para los próximos treinta años. 
Nosotros sabemos cómo tenemos que hacer el saneamiento en los próximos treinta años para que el país 
tenga en ese período, si tuviera los recursos suficientes, el 100% de agua y de saneamiento en todas las 
poblaciones de hasta 10.000 habitantes. Ello supone un país que demuestra en el conjunto de su operación 
una organización, un método y una claridad de objetivos altamente destacable, utilizando todas las 
herramientas que tiene a su alcance, algunas con éxito, otras con dificultades y otras con fracasos. Y esto no 
es mérito de nadie, sino del país en su conjunto y de una empresa que hace cincuenta años que viene teniendo 
una conducta y un objetivo de conducción que, a mi juicio, ha dado buenos resultados. 


Por eso, hemos tenido algunos datos de la exterioridad que justifican que uno se enorgullezca. Acá no hubo 
cólera, pero no por casualidad, no porque los peruanos no se tomaran el avión y no vinieran, no porque no se 
contagie de una mano a la otra y no recorra el continente de norte a sur y de este a oeste, sino porque tenemos 
agua en abundancia; ni siquiera saneamiento, sino agua potable en abundancia, disponibilidad donde hay 
concentración de población, que es donde hay riesgo. Creo que en ese sentido la empresa ha tenido éxito y 
tiene tendidas las líneas básicas para conservarlo. Tanto es así que el debate interno de la empresa no radica 
en qué tenemos que hacer en obras de infraestructura -más o menos lo tenemos diseñado-, sino en cómo 
acomodamos nuestro funcionamiento interno para ser más eficientes en el cumplimiento de ese cometido. 
Hubo discusiones sobre formas de tercerización, sobre si concesiones sí o no, y está planteado un debate a 
través del plebiscito para el cual se están juntando las firmas, pero lo que está en juego siempre es cómo 
operamos y no qué objetivos tenemos. Me parece que eso habla bien ya no de la empresa, sino del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted ha hablado varias veces de una tarifa diferencial para asentamientos. 
¿Cuáles son los criterios para definir cuándo hay un asentamiento? También me gustaría dimensionar 
cuántos son los que deberían pagar esa tarifa. 


SEÑOR GRANUCCI.- En la resolución que les entregamos se establecen los mecanismos para evaluar 
cuáles son esas situaciones. No es algo sencillo porque nadie ha definido los parámetros de lo que es un 
asentamiento, pero todo el mundo lo sabe. Entonces, esto es casi una precisión por razones geográficas, 
más que socioculturales o jurídicas de relación con el medio. Nadie puede dudar que, por ejemplo, 
COTRAVI es un asentamiento. 


¿Qué parámetros utilizamos para definirlo? Creamos una Comisión con sociólogos, visitadores sociales, 
etcétera, que nos permita hacer una evaluación a efectos de ir precisándolo, más allá de la ubicación 
geográfica o visual, teniendo en cuenta también aquellos grupos poblaciones que viven en propiedades 
regulares, pero que se parecen muchísimo a un asentamiento. Por ejemplo, Cerro Norte, que está pegado a un 
asentamiento, se le parece muchísimo; es más: en algunos casos es peor. A pesar de que no tiene los mismos 
problemas de titularidad y el ingreso al bien es diferente, hay que darle una solución tarifaria similar. 


Todavía no tenemos dimensionado cuántos pagarían esta tarifa porque recién empezamos a trabajar en este 
sentido; tenemos barrios identificados: 18 de Julio, 12 de Octubre, 5 de Enero, Los Reyes. Hay trescientos y 
pico en Montevideo. Se definen más por dónde están y por que uno los ve y sabe que son, pero tendríamos 
que incorporar también aquellos que requieren una definición conceptual abstracta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, me interesaba eso para saber si existen algunos parámetros o 
si es patrimonio de OSE intentar llegar a esto. 


SEÑOR GRANUCCLI.- El equipo multidisciplinario está trabajando en esa definición. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted sabe, por ejemplo, cuántos son los usuarios? 


SEÑOR GRANUCCI.- La información que tenemos es la de la Intendencia Municipal de Montevideo, 
que tiene registrada la cantidad de hogares que existen, la localización de todos los asentamientos, los 
que están en propiedades públicas, privadas y municipales. Por ahora no tenemos más que la 
información que ha relevado la Comuna, que es la que más ha trabajado en el tema y tiene un equipo 
mucho más sofisticado que el nuestro dado que atiende una problemática mucho más compleja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades de OSE. 


(Se retiran de Sala autoridades de OSE) 
(Ingresan a Sala autoridades de UTE) 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a una delegación de autoridades de UTE, integrada por el doctor 
Juan Gabito Zóboli, Director; el doctor José Alem, Gerente de la Asesoría Técnica Jurídica; el doctor Edgar 
Varela Méndez, Asesor Letrado; el contador Luis Margenat, Gerente Comercial, y el economista Óscar 
Burgueño, Gerente de Tarifas. 


SEÑOR ALEM.- Queremos trasmitir las disculpas del Directorio, pero hoy tiene una sesión especial 
porque se va a tratar un asunto muy importante tanto para la empresa como para el país: el 
procedimiento para la adquisición de una nueva central de generación que permitiría satisfacer las 
necesidades de abastecimiento del país por varios años, y solucionar el problema que tenemos con el 
contrato de gas, que debimos realizar y que viabilizó la construcción del gasoducto Cruz del Sur. 


Si la Comisión está de acuerdo, el doctor Varela Méndez se referirá a los aspectos generales del proyecto; 
luego, yo complementé sobre otros puntos que ya hemos señalado ante otras Comisiones de la Cámara, y 
después el contador Margenart y el economista Burgueño van a hablar sobre lo que ha sido la política 
tarifaria de UTE, acerca de algunas rebajas que se han dado y la repercusión en la empresa del momento 
económico que estamos viviendo. 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- El proyecto en consideración afecta a UTE en tres artículos: el 7”, que 
establece el subsidio, el 8”, que establece el carácter gratuito de las reconexiones y el 9”, que se proyecta 
sobre reajustes, mora e intereses de deudas de los beneficiados por la ley, contraídas con anterioridad a 
su vigencia. 


A través de esos tres artículos, desde el punto de vista jurídico institucional, fundamentalmente desde la 
vertebración constitucional del tema, consideramos que se estarían lesionando los poderes 
constitucionalmente atribuidos a un ente autónomo. La ley crea los entes autónomos, fija sus competencias, 
las amplía o las reduce, pero posteriormente, esos entes autónomos son regidos por Consejos o Directorios, 
jerarcas de sus respectivos servicios que poseen todos los poderes de administración. Es la solución que, 
según la doctrina de derecho público, emerge del artículo 185 de la Carta y de todas las disposiciones de la 
Sección XI. Como son autónomos, ejercitan esos poderes por sí mismos, sin sujeción a otras autoridades 
administrativas, con independencia de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, dado que se entiende 
pacíficamente que la enumeración de los poderes atribuidos a los Consejos y Directorios no es taxativa ya 
que, por mandato constitucional, son administradores de sus respectivos servicios. 


En el caso de UTE y, fundamentalmente, en materia de determinación de tarifas, tasas, intereses, mora y 
sanciones, los actos son administrativos, y corresponden al Directorio, eventualmente con la participación de 
la Unidad Reguladora de los Servicios de Energía y Agua y del Poder Ejecutivo. 


Cabe plantearse si los temas que plantean los artículos del proyecto que ya referí es si esa actividad puede ser 
asumida por el Parlamento a través de indicaciones contenidas en un texto legal. Este tema ya fue tratado por 
la doctrina más destacada, que responde en forma negativa. Me voy a permitir glosar a Sayagués Laso. Él 
dice que el Parlamento no puede bajo forma de ley dictar actos administrativos en la materia propia de los 
entes, usurpando la competencia de sus autoridades. Exactamente, lo mismo ocurre frente a la 
Administración Central o cualquier otra autoridad administrativa. No es un problema de ente autónomo 
frente al Parlamento sino de distinguir lo que es administración de lo que es legislación. Tampoco puede 
ubicarse tal potestad entre las que la Constitución acuerda al Parlamento en materia de entes autónomos. 


En el caso del proyecto que nos ocupa, la inserción del legislador en el aspecto de tarifas para subsidiarlas y 
costos de reconexiones y tasas, así como régimen de reajustes, mora e intereses, comporta sin dudas 
razonables, injerencia en los cometidos propios de UTE, exorbita las competencias del Parlamento y 
contraría la solución constitucional. 


A mayor abundamiento, la norma del artículo 190 de la Constitución, impone al ente no destinar sus recursos 
"para fines ajenos a sus actividades normales". La prestación del servicio de electricidad es, además, una 
locación de servicios por esencia oneroso. No se da, por supuesto, un caso de donación, que tiene un régimen 
legal perfectamente establecido en la Ley N* 17.071. 


No es menor tema el que la norma pretende una aplicación retroactiva de sus disposiciones dado que vincula 
a las deudas contraídas con anterioridad a su vigencia. Esas deudas las potencia en cuanto no devengan 
reajustes, mora e intereses y proyecta la solución que establece "pro pretérito", hacia el futuro, dado que la 
cancelación recién se producirá cuando el beneficiario quede fuera de la ley y habrá que habilitar una 
refinanciación específica. 


Personalmente sostengo -sigo a la más distinguida doctrina constitucionalista- que toda norma que afecte 
situaciones del pasado es inconstitucional porque afecta, entre otros, la seguridad jurídica, que es uno de los 
elementos que la propia Constitución establece. 


En suma, desde el punto de vista jurídico constitucional, me permito considerar que la norma determina en el 
ingreso al Parlamento, un ámbito que le está excluido y que es propio de la competencia propia de los 
Consejos o Directorios que dirigen, administran, gobiernan o rigen los entes autónomos del servicio 
industrial y comercial del Estado. 


SEÑOR ALEM.- Quería hacer mención a algo que ya dijimos en la Comisión de Industria, Energía y 
Minería de esta Cámara al tratarse el tema de un proyecto de ley del señor Diputado Ambrosio 
Rodríguez por el que pide una tarifa especial para las Intendencias. Es un tema muy sensible porque la 
mayoría de las Intendencias tienen deudas muy grandes con UTE. Independientemente de las 
soluciones que se estén trabajando con ellos, ante una tarifa especial, decíamos: "Hay un problema de 
competencia, un problema de igualdad y un problema de especialización.- En cuanto a las 
competencias, el tema es quién fija las tarifas. La Constitución no lo dice expresamente, pero por una 
interpretación analógica sistemática del artículo 51, concluimos que debe ser el Poder Ejecutivo, lo 
cual ha sido confirmado pacíficamente por todas las normas aprobadas tanto en el período dictatorial 
como en períodos democráticos. No me refiero solamente al Decreto-Ley Nacional de Electricidad sino 
a la Ley de Marco Regulatorio que, en su Capítulo IV, hace referencia concretamente al régimen 
tarifario. El artículo 15 dice: 'El Poder Ejecutivo, en la forma prevista en el artículo 14 [...], podrá fijar 
tarifas máximas |[...]'. El artículo 18 dice: 'Las tarifas aplicables para la venta de energía eléctrica a 
terceros por los distribuidores [...] serán fijadas por el Poder Ejecutivo'. Alguien me podrá decir: 
'Bueno, es una ley modificada por otra'. Pero eso surge de un principio constitucional que lo inferimos 
en el artículo 51.- El tema de la especialización ha sido una creación doctrinaria, y sobre el tema hay 
magistrales trabajos de Enrique Sayagués Laso. En la Constitución no se toca en forma concreta pero 
sí se infiere también en el artículo 242. Dado lo avanzado de la hora, no lo voy a leer, pero también hay 
un trabajo del doctor Horacio Cassinelli Muñoz en su obra 'Derecho Público' del año 1999, páginas 
260 y 261, que es concreto sobre el tema.- Y está el tema de la igualdad. No estamos autorizados - 
tampoco los legisladores- a establecer diferencias entre los sujetos.- Si hablamos de la Intendencia, 
para no violar la igualdad, deberíamos hablar también de los Ministerios de Salud Pública, de Defensa 
y del Interior [...]', etcétera. Esto lo decíamos sobre un tema parecido a este. 


Lo que también anotamos referente a este artículo, es que en la expresión que utiliza la ley, cuando se habla 
de consumo mensual total, no se distingue si eso engloba energía o también cargos fijos. Establece 
claramente una carga para UTE, como lo supone la emisión de las tarjetas -podríamos decir que es menor- de 
hasta 80 kilovatios gratuitos, y la imposibilidad de cobro de deudas anteriores. Nada de eso tiene 
compensación para UTE porque en el artículo 18 cuando se establece el costo para solventarlo, entendemos 
que los tiques de alimentación y útiles de higiene que se cobran por Contaduría no son para los servicios 
públicos. Las tarjetas no se aprecian como nominativas, a diferencia de los vales por alimentación y útiles de 
higiene, por lo que podrían circular en el mercado negro vendiéndose al mejor postor y entendemos que así 
se desvirtuaría el espíritu de la ley. 


La cuotificación del peso económico se va a ver después, pero tendría otros problemas. Por ejemplo, la 
primera escala de tarifas es de 100 kilovatios con lo cual se paga mucho menos que con los demás. Entonces, 
si los 80 fueran gratuitos no surgiría a qué tarifa se cobraría el resto. 


Entendemos que hay inconstitucionalidad en cuanto fija o modifica dotaciones o autoriza gastos sin la 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. 


Además, vemos otro problema que creemos no está en el espíritu de los firmantes de la ley: esa obligación 
sería solo para UTE. Si hoy o mañana hubiera un concesionario privado, estaría excluido, afectando solo a 
UTE. Si se privatizara el servicio, la empresa concesionaria no estaría obligada como lo está UTE. Pero por 
ejemplo, nuestros competidores como puede ser Gaseba, no tiene estas obligaciones por lo que creemos que 
la empresa pública queda en desventaja. 


Esto es jurídico, sin embargo estaríamos en falta si no dijéramos lo que ha hecho UTE en cuanto a rebaja de 
tarifas y preocupación por las escalas sociales más bajas. 


SEÑOR MARGENAT.- Analizando los términos de la propuesta, encontramos -si bien es difícil 
establecer el universo que afectaría- un impacto significativo del orden de US$ 6:000.000 a 
US$ 10:000.000 y una operativa que puede ser compleja, inclusive costosa que no sabemos claramente 
cómo se instrumentaría, porque cuando se redactan estos artículos parece sencillo pero luego cada 
empresa tiene su forma de operar. 


Encontramos un punto débil al plantear que las tasas o los costos que tienen las conexiones y reconexiones no 
se cobrarían y una situación de "stand-by" que toca la autonomía de la empresa para llevar adelante todas las 
acciones legales contra sus deudores. 


Además, queremos decir que UTE, en la medida en que pudo y cuando generó ahorros genuinos, estableció 
planes concretos de rebajas tarifarias. También atiende la parte social con algún descuento comercial que se 
establece para aquellos clientes en situación más precaria -indigentes o carenciados- y cuenta con planes que 
se han prorrogado en forma indefinida para la financiación de adeudos que, de alguna forma, tienen 
connotaciones muy específicas y que favorecen a los usuarios de la energía eléctrica. Como decía el doctor 
Alem, cuando nos enfrentamos a propuestas de esta naturaleza, no dejamos de pensar en los aspectos más 
importantes que tiene que brindar nuestra empresa: en primer lugar, calidad de servicio adecuada que es la 
que todos los uruguayos queremos -para eso necesitamos nuestra recaudación- y, en segundo término, tener 
un abastecimiento seguro de energía eléctrica a todos los usuarios que son 1:200.000 en todo el país. 


Eran los puntos que desde el punto de vista comercial queríamos acotar. 


SEÑOR ALEM.- Yo dije que afectaría solamente a UTE y no a nuestros competidores de Gaseba con 
una mentalidad un poco montevideana. Cuando hablo de Gaseba también me refiero a Conecta que es 
el distribuidores de gas en el interior y que carecería de obligación de tipo alguna. 


SEÑOR GABITO ZÓBOLL. A título estrictamente personal, en mi calidad de vocal de la minoría - 
como me gusta identificarme-, quería agregar algunos elementos de juicio porque estoy consciente de 
la sensibilidad con que la Comisión ha encarado el tema y porque hemos escuchado algunas 
intervenciones en los medios que me demuestran que no se ha dado suficiente difusión a algunas 
medidas que UTE ya ha tomado. Por ejemplo, para los deudores de la tarifa residencial o domiciliaria, 
ya desde hace prácticamente un año existe un régimen de refinanciación que les permite pagar sus 
deudas de hasta $ 3.000 en 24 cuotas sin multas ni recargos ni intereses de financiación ni tasa de 
reconexión. Esto fue una iniciativa nuestra que se aprobó a fines de agosto y está en vigencia porque se 
ha ido prorrogando sucesivamente. Inclusive, para montos superiores -después le voy a pedir al 
contador Margenat que los precise- también está la misma posibilidad de refinaciación, aunque con 
alguna tasa de interés. 


SEÑOR MARGENAT.- Esas refinanciaciones son hasta $ 3.000 en las que no se cobra ni multas ni 
recargos ni intereses de financiación. Luego hay una segunda escala que se maneja en un tope interno, 
una unidad básica de cobro, del orden de $ 10.500 hasta $ 11.000 en los que se cobran solo los intereses 
de financiación con una tasa que hoy ronda los 3%. En esa no se cobra ni multas ni recargos. Además, 
hay algunas más. Para deudores con alguna cifra mayor a ese monto, la Gerencia Comercial está 
abierta y entra en negociaciones. 


En estos días, el Directorio de UTE aprobó también una financiación para comercios y pequeñas empresas, 
en que los montos que en principio eran de $ 3.000 y $ 10.000 aproximadamente, son de $ 7.000 y $ 14.000. 
O sea que está contemplado un amplio espectro de nuestros clientes para poder financiar. Y quiero decir que 
ha habido un acogida importante, que debe ser del orden de 30.000 financiaciones hechas durante el período 
desde que se creó esta disposición. 


SEÑOR GABITO ZÓBOLI.- Como bien decía el contador Margenat, también para la tarifa general, 
mal llamada comercial, se aprobó recientemente una financiación análoga. 


Quiere decir que UTE, en el marco de su autonomía y por consideraciones tanto de orden social como 
empresarial, ha resuelto medidas análogas a las que se venían reclamando. Digo de orden social haciéndonos 
cargo de la situación de familias o empresas que son nuestros clientes, pero también de orden empresarial en 
la medida en que por esta vía se recuperan clientes y vuelve a haber un flujo positivo en el sentido de 
comenzar a recaudar. 


A su vez, quiero decir que, inspirado en ese mismo doble fundamento, es decir social y también económico 
desde el punto de vista del interés de la empresa, hemos presentado algunas otras iniciativas que están 
dirigidas a los clientes de la tarifa residencial, es decir, familias, pero creo que también habría que tener una 
mención -antes de pasar a explicar lo de casa de familia- a aspectos de la tarifa general. 


En la tarifa general no solo hay pequeñas y medianas empresas, comercios, industrias, establecimientos 
agropecuarios, sino también muchas organizaciones no gubernamentales, que todos sabemos que están a 
cargo de muchos merenderos, centros CATF, hogares de ancianos. Y creo que, de algún modo, se está dando 
una situación paradójica, desde mi punto de vista injusta, en el sentido de que esas instituciones están 
pagando las tarifas más caras en términos comparativos y las personas que las mantienen abiertas no solo 
terminan donando su propio trabajo con la finalidad específica de cada una de ellas, sino indirectamente, de 
algún modo, haciendo posible que en el balance general de los costos de UTE por esta vía haya otras tarifas 
que son más baratas. Si hubiese la posibilidad legal, ahora o luego de una modificación del marco jurídico, o 
de otra índole, en el sentido de hacer un distingo, creo que habría que considerar esas situaciones, porque 
todos sabemos que buena parte del entramado social está sostenido no solo por instituciones públicas o 
estatales sino también todas estas no gubernamentales. 


En cuanto a la tarifa residencial o domiciliaria -también pediría al contador Margenat o al economista 
Burgueño que me ayuden-, tenemos aproximadamente 1:100.000 clientes, pero ellos no están todos ubicados 
en los mismos tramos de consumo. De 1 a 50 kilovatio hora mes de consumo tenemos algo más de 100.000 
clientes; de 51 a 100, 135.000 y de 101 a 200, unos 300.000. Quiere decir que entre 1 y 200 kilovatio hora 
mes, tenemos aproximadamente 535.000 clientes que es más o menos la mitad del universo total de la tarifa 
residencial. 


SEÑOR DÍAZ.- Me llama mucho a atención esta cifra de 1:100.000. Antes que ustedes estuvo la OSE y 
dice que tiene 800.000 conexiones en todo el país. Son dos cifras que no me cierran. 


SEÑOR MARGENAT.- Es lógico. Fundamentalmente, la diferencia está centrada, primero, en la 
extensión de las líneas eléctricas en el medio rural y no tanto en la conexión de agua sanitaria; aunque 
no es la diferencia más grande. La diferencia más grande está en la zona urbana donde en los edificios 
de apartamentos hay un único punto para entrega de agua, en cambio hay un punto para cada cliente 
para la entrega de luz. O sea que en un edificio de 24 apartamentos, hay 24 puntos para UTE y uno 
para el agua. Ahí se marca una diferencia importante. 


SEÑOR DÍAZ.- Pensaba que UTE era más eficiente y con una mejor política comercial y mejor cobro 
en las zonas de menos ingresos, pero veo que no. 


Algún día podríamos hacer un análisis en esta Comisión de las diferentes políticas en materia de 
facturaciones de cobro para las zonas de menos ingresos, porque las diferencias entre UTE y OSE en esa 
materia, que son dos organismos que se pueden comparar, nos podría dejar ejemplos y la posibilidad de ver 
cuáles son los caminos más correctos en el doble sentido: en el social de la prestación del servicio y en el 
económico de percibir o no beneficios por el servicio. 


Pero esta no es la oportunidad de hacerlo porque no vinimos preparados para un análisis de ese tipo y, en 
todo caso, deberían estar los dos organismos. 


SEÑOR GABITO ZÓBOLI.- Partiendo de la realidad que implica que aproximadamente la mitad de 
nuestros clientes con tarifa residencial o domiciliaria están consumiendo menos de 200 kilovatios hora 
por mes, creo que es válido recordar cómo está compuesta la factura que nos llega a cada uno de 
nosotros a nuestras casas, aunque supongo que eso ya habrá sido analizado. No todo lo que contiene la 
factura corresponde al consumo, ya que allí se incluyen cargos fijos y cargos por potencia, además del 
Impuesto al Valor Agregado y el COFIS sobre cada uno de esos conceptos. 


También quería señalar que se está dando la situación -que nadie ignora-, frente al aumento de la tarifa y a la 
pérdida de salario, de que la gente está intentando bajar el costo que paga mes a mes por la vía de consumir 
menos. Pero también se da la situación -a mi juicio injusta- de que quienes tienen alguna capacidad de 
ahorro, no ya de dinero sino de consumo, son quienes tienen consumos más altos porque, por ejemplo, para la 
tarifa residencial, quien consuma 100 kilovatios hora por mes paga $ 309, pero aproximadamente $ 125 o 
algo más de esa cifra constituye el cargo fijo, el cargo por potencia, más el IVA y el COFIS. Quiere decir que 
aunque la familia se sacrifique y gaste menos, no va a bajar proporcionalmente el costo de su factura porque 
en ese caso los cargos fijos -genéricamente hablando- son más de un tercio de ese importe. Algo parecido, 
aunque en menor proporción, pasa con quienes gastan o consumen hasta 200 kilovatios hora por mes 


De modo que cualquier propuesta no solo debe pasar por analizar el costo del kilovatio hora, sino también la 
capacidad de pago de esos cargos fijos. 


Desde luego, todo esto está estimado y calculado en base a costos empresariales que luego UTE propone que 
sean reflejados en las tarifas. Por supuesto, estas tarifas son aprobadas -como es sabido-, en un acto 
complejo, por el Poder Ejecutivo en acuerdo con los Ministerios de Economía y Finanzas e Industria, 
Energía, Minería, previo asesoramiento de la Unidad Reguladora y de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Pero nosotros entendemos que si en el marco de la autonomía de UTE, más la intervención de 
todos los órganos que mencioné, existe algún margen para revisar eso, debe comprender todos esos 
conceptos; nosotros hemos formulado en el seno del Directorio una propuesta en ese sentido. 


Por otra parte, quiero recordar que existe una enorme cantidad de familias uruguayas, sobre todo en el área 
metropolitana, que no hemos censado pero que estimamos en no menos de treinta mil -pienso que me estoy 
quedando corto- que están usufructuando conexiones ilegales, por decirlo de la manera más elegante. No me 
estoy refiriendo a los fraudes empresariales o bien a quien hurta la energía eléctrica o hace algún otro tipo de 
fraude para proveerse de una energía barata como insumo de su actividad industrial o comercial, sino a 
aquellos que la obtienen para las necesidades de una casa de familia, es decir, se enganchan, como se dice en 
la jerga común, y que si lo fuéramos a juzgar, desde el punto de vista estrictamente formal, constituiría el 
delito de hurto de energía eléctrica. La realidad es que eso está pasando, viene incrementándose y pesa 
negativamente en los costos de UTE. Si esa realidad no existiera o pudiera tener alguna alternativa como el 
retorno de algún dinero por la vía del no robo o, mejor aún, por la de la recaudación, esas cifras se podrían 
aplicar para aliviar la presión sobre futuros aumentos. 


Nosotros hemos abogado por la creación de una tarifa social, es decir, una tarifa que no tenga el requisito de 
la medición pero que esté sujeta a una limitación de consumo y que permita a estas familias volver a la 
regularidad o a la legalidad y, al mismo tiempo, que UTE pueda recibir parte del dinero que hoy está 
perdiendo. Esta propuesta está a estudio de los servicios técnicos y el Directorio no la ha considerado 
todavía, pero creo que es uno de los elementos que habría que estudiar. Conocemos algunas propuestas 
concretas de algunos barrios que así lo han planteado, y nos parece que si estamos hablando de pobreza, esa 
es quizás la manifestación más fuerte que estamos teniendo en ese sentido en Montevideo y Canelones, 
aunque no exclusivamente en estos departamentos. 


Quería dejar estas constancias, sin perjuicio de que la posición oficial, por la vía de la decisión mayoritaria 
del Directorio que integro, es la que han expuesto los señores Gerentes. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No voy a opinar sobre las objeciones constitucionales porque no soy idónea 
en el tema, pero como que me tiraron con los códigos. En realidad, más allá de eso, mi interés estaba 
centrado en lo último que dijo el doctor Gabito Zóboli. Yo estoy convencida de que hay mucha gente 


que le roba energía eléctrica a UTE; no sé si son treinta mil familias. He visto que a veces en un barrio 
cuando se produce un aluvión de gente que se "engancha", van tirios y troyanos mezclados y, de 
repente, aquel que puede pagar aprovecha la circunstancia porque es muy fácil hacerlo, y los 
integrantes del Directorio de UTE lo deben saber mucho mejor que yo. 


SEÑOR ALEM.- Nosotros somos muy duros en esto, pero aquí hay algo de mito en el sentido de que 
solamente se roba en los barrios carenciados, pero también tenemos muchos denunciados y procesados 
de Carrasco y de Punta Gorda. Estas personas realizan estafas con los medidores, y son las peores 
porque son las más tecnificadas; no se trata de personas que se "cuelgan" por necesidad, sino que 
contratan a alguien para que les haga la maniobra. 


En el mes de diciembre procesaron a un empresario pesquero, quien estuvo varios días detenido, y creo que 
la multa fue de $ 400.000 más una financiación. Además, en el mes de enero cayó media Avenida Gorlero por 
las inspecciones que llevamos a cabo, y los señores Diputados también habrán oído hablar del Centro 
Comercial de Salto. El hurto de energía y la estafa no es solo un problema de los más necesitados. La señora 
Diputada Topolansky habló de tirios y troyanos y yo diría que estamos ante la mal llamada viveza criolla. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Esa es una de las cosas que me preocupa. Una cosa es quien lo hace por 
extrema necesidad, y otra quien lo hace por viveza; son cosas completamente distintas, y este proyecto 
de ley se preocupa por aquellas personas que se "enganchan" por extrema necesidad. 


Quiero decir a los señores integrantes del Directorio de UTE, tal como les dije a quienes concurrieron en 
representación de OSE, que envié un pedido de informes -sobre el que todavía no he recibido respuesta- 
preguntando cuántos de los usuarios a quienes se les había suspendido el servicio se habían vuelto a 
reconectar, para saber si hay gente que queda fuera de la red y para medir las casas desocupadas; el pedido de 
informes tenía dos objetivos. Además, la gente siempre termina teniendo energía, y eso constituye un costo 
para la UTE; me imagino que este tipo de costo se pondrá en rojo en la contabilidad. 


Hay que tener en cuenta que para quien sigue el camino de la informalidad es muy difícil retornar, porque la 
informalidad tiene ciertos atractivos, ya que cuando se llega a fin de mes no se paga. En esto quiero ser bien 
clara, yo reconozco el esfuerzo que hizo UTE, que puso los precintos, etcétera, pero la situación social llevó a 
este tipo de situaciones. Quien anda por los cambalaches de las zonas periféricas puede apreciar que se han 
agotado las cocinas eléctricas, y la única explicación que tiene esto es que de esa manera se puede cocinar y 
calefaccionar la casa gratis. Si bien esto es algo que he verificado -me he tomado el trabajo de caminar-, 
ustedes lo sabrán mejor que yo. 


Entonces, como pienso que esa gente tiene extrema necesidad -si ustedes calcularon 30.000 familias, me 
parece que se quedaron cortos-, lo peor que podemos hacer es no ver esa realidad. Yo no sabía que estaba en 
discusión una tarifa social, pero me preocupaba que la gente pudiera estar legal cuando se encuentra en 
extrema necesidad. Yo no me voy a meter en cómo procesa UTE la contabilidad porque no es mi tema y sé 
que son mecanismos complejos, pero tengo clara conciencia de que si logramos la mayor formalidad posible, 
no solo vamos a pescar a los verdaderos ladrones de electricidad, que los hay, sino que socialmente vamos a 
estar apoyando a algunas familias que se encuentran en situación de extrema necesidad, y aunque todo el 
mundo sepa que robar es un delito, se ven en esa. He hablado con funcionarios de UTE que han concurrido a 
los cortes, y en algunos barrios se les complica porque la gente se agarra con ellos, aunque nada tengan que 
ver con el motivo del corte; son la imagen de la institución que va a cortarles la luz. Además, ya se sabe que 
cuando aparece el que toma el consumo en el horizonte, hay un aviso genérico para desenganchar. Todo esto 
pasa; lo digo con todas las letras porque me parece que lo mejor es hablar a calzón quitado de estas cosas. 


Más allá de la redacción de los artículos y la intromisión en la autonomía del Ente, voy al hecho concreto: 
existe necesidad de establecer, por lo menos, una tarifa social, aunque sea limitada en su consumo. Entiendo 
que se puede saber cuánto consume una familia tipo de cinco personas; los números que aparecen en el 
proyecto los calculamos promediando recibos, artesanalmente, pero más o menos daban eso. Es cierto que la 
gente también se queja de que la reconexión es cara; quizás tienen la plata para pagar, pero después no tiene 
para la reconexión. 


Por otro lado, todos los meses nos enojamos con los cargos fijos, la potencia contratada, el COFIS, el IVA y 
todo lo demás, pero ese es otro tema que no viene al caso de este proyecto de ley, que apunta a atender la 
necesidad de la gente que está sin salario, que vive de changas y tiene mucha dificultad para algunas cosas. 
Por supuesto que si apareciera una tarifa social, bienvenida sea. 


Me parece importante visualizar que por la vía de la formalidad, de no tener ningún informal, podemos 
inclusive rescatar mucho más dinero que si dejamos que la situación se deslice porque están todos los colados 
y los excesos, que también se dan. En mi casa, me paso apagando luces -ahora me ubico como ama de casa y 
no como Diputada- porque a fin de mes viene la cuenta; entonces, trato de no tener luces prendidas al santo 
botón, pero cuando uno no paga, ese dique no existe. Por lo tanto, creo que la solución que sea, vía una tarifa 
social u otra, pero que tenga esto en consideración, a la larga, va a hacer que UTE gane plata. 


SEÑOR ALEM.- Creo que hay algunas cosas importantes que dijo la señora Diputada y me gustaría 
hacer algunas ampliaciones porque el tema excede la tarifa social. Es un asunto muy complejo. Al ser 
UTE una empresa pública y tener un presupuesto que cubrir, algunas cosas tienen que quedar claras 
porque la gente las ignora. En las cartas de los lectores a los diarios -que están todos conducidos contra 
las empresas públicas- se mencionan cosas que no se saben y hay que decirlas. 


UTE no paga los mismos impuestos que un privado: paga más. Con esto quiero decir que, por ejemplo, 
mientras el aporte a la Caja de Jubilaciones de los privados es un 14%, UTE paga un aporte patronal de un 
24%, la Intendencia paga el 23%. Nosotros también tenemos una contribución con nuestra propaganda al 
SODRE para solventarlo. Además, hay un montón de cargas que estamos cumpliendo. Nos hicimos cargo de 
la deuda de Salto Grande y de Palmar, que se ha pagado y rebajado; creo que somos los únicos que hemos 
bajado deuda externa. Tenemos electrificación rural, que todo el mundo sabe que es deficitaria. Ningún 
privado que se instale aquí va a hacer electrificación rural porque se pierde dinero. En cambio, UTE lo hace, 
y eso lo estamos pagando todos a través de las tarifas porque no es lo mismo tender una línea en el campo 
que hacerlo en Pocitos o, inclusive, en un asentamiento. Hemos buscado alternativas en algún momento. El 
señor Presidente recordará que en algún momento quisimos hacer cooperativas de servicios públicos; como 
trabajamos juntos, sé que estábamos de lados distintos: en aquella época usted no quería que se hicieran con 
los arroceros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo sabe lo que yo quería? 
SEÑOR ALEM.- Porque trabajamos juntos en el tema. 


Ha costado mucho a la gente adaptarse a estas situaciones, pero UTE tiene infinidad de cargas que cumple 
porque es su obligación, pero se nos siguen dando esas cosas en contra. Hace poco se dictó un decreto del 
Poder Ejecutivo con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas que dispone que cuando se hace una 
carretera, UTE se tiene que hacer cargo de la mitad del costo de correr las líneas de energía eléctrica, pero 
cuando los privados necesitan instalar un gasoducto, es gratis. Entonces, en todos esos casos seguimos 
corriendo de atrás. Es decir que si seguimos sin equiparar estos números -por suerte, están equiparados-, 
podemos empezar a correr peligro como empresa, porque hace un rato les dije que el Directorio tiene una 
reunión muy importante para establecer el procedimiento de la compra de una central, con todo lo que 
implica la autonomía energética, que es un tema trascendente para el país, y de algún lado va a haber que 
pagarlo. Las rebajas de tarifas que hemos hecho hasta el momento han sido todas con ahorros y recursos 
genuinos. 


Si bien los señores Diputados están informados porque hemos hablado de esto en otras Comisiones, debo 
decir que si en este país se hizo un gasoducto en el sur cuando UTE tenía uno en el norte y podía haber 
instalado una central sin problemas, no fue por decisión de UTE, sino porque hubo que hacer una compra de 
energía para que los privados se instalaran, porque ninguno corrió con el riesgo: lo tuvo que asumir UTE. Y 
hoy necesitamos de esa central para no perder dinero. Entonces, todas estas son cosas que están en juego 
cuando se habla de los costos de UTE. 


Nosotros nos hemos reducido tremendamente y ya no podemos seguir haciéndolo. Cuando se ve por ahí un 
camión de UTE, está llevando obreros a arreglar la luz. Por lo tanto, es imposible seguir reduciendo esos 
costos; tenemos un límite. 


Creo que lo que voy a expresar a continuación va a ser compartido: el riesgo que corremos es que si 
empezamos a tener déficit y dejamos de aportar al Estado como lo hacemos -pagamos a Rentas Generales 
entre US$ 80:000.000 y US$ 90:000.000 por año, y llegamos a dar más-, después van a decir que somos 
ineficientes. 


Nos gusta equilibrar los aspectos para no tener inconvenientes; hasta el momento hemos sido bastante 
eficientes y aportamos a Rentas Generales, pero si seguimos en la misma, no sé si podremos seguir 
haciéndolo; después es más fácil llamar a un privado para que lo haga mejor. No tenemos inconveniente en 
competir con cualquiera pero si contamos con los elementos. 


SEÑOR TROBO.- Me importa que esta reunión se centre en el tema de la convocatoria. No estamos 
discutiendo si UTE es eficiente o no, si debe aportar o no dinero a Rentas Generales. Yo soy franco y 
digo que si lo hace es porque el Estado no baja los gastos por otro lado y le hacemos pagar a la gente 
que consume electricidad lo que otros gastan sin justificarlo a través de los impuestos. 


Sabemos que treinta mil personas hoy están robando energía eléctrica; muchísimas de ellas justifican su 
actitud por un problema económico de circunstancia que, lamentablemente, agrava la situación de quien 
vende la energía porque no la pagan. Entonces, la cuestión es saber si puede haber un procedimiento que 
permita comenzar a resolver el problema. No se trata de llevar preso a todo el mundo sino de empezar a 
cobrar algo de esa energía. Si yo tengo un supermercado y la gente no va a comprar, pongo ofertas para que 
vaya; si la gente está obligada, está en el barrio y entra por la ventana de atrás a robar y no por la puerta de 
adelante a comprar, de algún modo, cierro la ventana o trato de invitar a la gente a que compre. Entonces, el 
objetivo de esta Comisión no es discutir la empresa UTE, el monopolio, la competencia del Estado en 
materia de energía, sino que debe estudiar un proyecto de ley que dice que hay familias que están robando 
luz, que necesitan luz y que debemos procurar que la paguen. Este debe ser el enfoque porque, de lo 
contrario, haremos versiones taquigráficas sobre un tema que no es el que se está discutiendo. 


Nuestro propósito para ayudar a enfocar el tema es que trabajemos sobre nuestra preocupación por la gente 
pobre que no puede pagar la luz y se engancha; el punto es cómo hacemos para que vuelva a pagar. 


SEÑOR ALEM.- Después el Diputado Trobo va a leer en la versión taquigráfica la intervención del 
doctor Gabito Zóboli donde aclaró esos aspectos. 


SEÑOR TROBO.- No puedo permitir que un invitado a la Comisión me diga qué debo hacer. Todo lo 
contrario, que responda la pregunta que ya formulé. 


SEÑOR ALEM.- La respuesta al Diputado Trobo ya se ha dado, pero si lo desea, la repetimos. 


Alguna vez aprendí de un Presidente uruguayo que dijo: "de algún cuero salen las lonjas". Entonces, cuando 
hablamos de las tarifas sociales no podemos perder de vista que estamos hablando de una empresa pública, 
que también tiene sus ingresos, sus gastos, y que todo juega dentro de lo mismo. Por eso, a veces la respuesta 
a un punto muy pequeño depende de una frase muy grande. 


Desde hace mucho tiempo nosotros buscamos soluciones para la gente carenciada, pero no podemos dejar 
que la empresa se vaya a pique en materia de costos. Esto es lo que quise trasmitir; creo que es lo que 
hacemos desde hace mucho tiempo y lo que pretendemos seguir haciendo: que la gente esté mejor y rebajar 
las tarifas, sin perder el buen funcionamiento del servicio. A esto me refería. 


SEÑOR MARGENAT.- Voy a hacer algunos comentarios con respecto a algunas intervenciones. Sé 
bien por qué asunto nos hemos reunido, pero quiero reiterar que con respecto a las tarifas, en su 
oportunidad, cuando UTE generó ahorros genuinos -así se llamaron- trató de  volcarlos 
inmediatamente en las tarifas, en especial, en aquellas que sabemos que la gente siente más; en su 
momento, fue la residencial; quizás un poco menos en la que llamamos tarifa general. 


En cuanto a las dos últimas intervenciones de los Diputados, me siento en la obligación de decir que la 
Gerencia Comercial tiene desde hace muchos años una Unidad de Atención Social, la cual ha trabajado 
intensamente, yendo a los barrios, haciendo regularizaciones, etcétera. 


SEÑOR DÍAZ.- Se ha comentado que esa unidad sería desmantelada. ¿Es así? 


SEÑOR MARGENAT.- Hubo alguna confusión importante. Reitero, hay una Unidad de Atención 
Social dentro de la Gerencia Comercial con un importante número de funcionarios; inclusive 
actualmente se está incorporando más gente y se trabaja con mucha profesionalidad; se integran a dar 
una mano algunos profesionales como, por ejemplo, psicólogos. Se ha trabajado en más de cien barrios. 


Se partió de la base de tratar de regularizar situaciones de hecho y de tratar de lograr que los clientes -en una 
situación social y económica que no es la mejor, tal como sabemos- pudieran pagar algún valor menor por la 
energía. No integra el pliego tarifario pero sí la política comercial que a esos clientes se les otorgue un 
descuento comercial importante si ingresan a la legalidad. Los puntos clave son los siguientes: ingresar a la 
legalidad, que esa legalidad sea medida porque si no se hace UTE otorga pero se sigue consumiendo tanto en 
la cocina eléctrica como en la calefacción de piedra, que consume cualquier disparate y a las horas que a 
UTE no le conviene -por decirlo de alguna manera-, porque es la hora más costosa en materia de energía. 


Nosotros decimos que hay políticas establecidas desde hace más de cinco años que tienen resoluciones que 
contienen la voluntad del Directorio muy expresa, referida al tratamiento de carenciados y a viviendas 
modestas con complicaciones. UTE nunca va a poder definir el carácter social en cuanto a los ingresos, pero 
por el tipo de lugar donde se habita y, fundamentalmente, por la necesidad de los barrios, se llega a esas 
tarifas. Se rebajan significativamente los cargos fijos y los cargos por energía; hablo de una rebaja del orden 
del 80% que llamamos descuento comercial porque la ley nos impediría tratarlo de otra manera. Además, hay 
una rebaja del 20% para los cargos de energía. Se puede acceder y trabajar en ese sentido. UTE lo propone. 
Esta Unidad trabaja activamente para lograr la mayor regularización posible de esos clientes. No se puede 
negar que hay adhesiones importantes, pero en los últimos tiempos vimos retraídos los ingresos. No hay duda 
de esto; quizás en un 20% o en un 30%, pero también sabemos que la situación que atraviesa el país es 
crítica. 


Otro punto importante a remarcar es que cuando realizamos cortes queda alguna reconexión en el haber. No 
puedo precisar la brecha. Miré rápidamente una gráfica vieja y era del orden de un 25%, pero en ese caso se 
suman todos los efectos. No podemos decir que el cien por cien de la gente a la que le cortamos la energía 
siga viviendo ahí y no tenga energía. A veces son casas destinadas a la venta y no se venden, al arriendo y no 
se arriendan. Además, es notorio -todos los uruguayos lo sabemos y los montevideanos más- que hay un 
traslado de ciudadanos hacia la periferia. En cuanto a los marginados, se hablaba de 15.000, 20.000 y 30.000, 
pero ahora se habla de 40.000 familias en esa situación. 


Esta es la política que se lleva adelante. 


En cuanto a la pérdida de energía eléctrica, siempre diferenciamos claramente entre las pérdidas técnicas -por 
el propio hecho de que la energía se transforma y trasmite hay una pérdida técnica, aceptada en todo el 
mundo- y las pérdidas no técnicas, que están vinculadas al colgado, al enganche y al fraude. 


En la empresa tenemos la obligación de abatir esas pérdidas no técnicas. Esas pérdidas no técnicas han tenido 
un incremento notorio últimamente por lo que hemos hecho un avance importante sobre dos segmentos 
claros de los clientes: los que tienen una potencia demandada mayor a los 10 kilovatios, los que de alguna 
forma pueden más y que en esta circunstancia de crisis suelen "avivarse", a quienes tenemos que atacar 
ciertamente y hemos tenido resultados significativos y, por otro lado, el trabajo diario en el fraude y contra 
los "colgados" que son los residenciales. Tenemos un nivel importante de empleados de nuestro sector 
trabajando en ambos segmentos y tratamos de hacer lo posible para que esas pérdidas no técnicas de energía 
eléctrica vuelvan a un guarismo aceptable a nivel comparativo en la región. 


El otro punto que se abordó fue el de los costos de la reconexión. La reconexión tiene un costo porque opera 
como tasa. El cliente cae en esa situación, UTE tiene que cortar y después reconectar, lo que tiene un costo. 
El costo es de $ 450 o $ 500 y se puede financiar. El Directorio tuvo la sensibilidad de contemplar a aquellos 
clientes con deudas y que financian, y no les está cobrando ese costo. Entonces, si bien en este caso de alguna 
forma la empresa pierde porque ese costo no está reconocido, igual hay una atención hacia esos clientes para 
que puedan volver a conectarse legalmente y abatir su deuda -cuando la tienen- hasta en veinticuatro cuotas. 
Fue una experiencia muy interesante el hecho de que treinta mil clientes de la empresa, repartidos entre 
Montevideo y el interior, se acogieran a estos beneficios que fijó el Directorio. A quienes están en la franja de 


deuda de hasta $ 3.000 no se les cobra ningún tipo de recargo, y a los clientes con deudas de entre $ 3.000 y 
algo más de $ 10.000, solo se les cobra un bajo interés por financiación; esto dio resultados. 


Con esto quiero decir que la empresa tiene políticas establecidas, que no es un tema nuevo. La empresa va 
hacia esos sectores y actúa, como también en otros sectores como el rural. 


La razón de que la tarifa tenga distintos componentes es porque está vinculado directamente con algunos 
costos de la empresa. Antes había componentes que hoy están discriminados en la tarifa para mayor 
trasparencia frente a nuestros clientes que otrora estaban integrados a los conceptos energéticos. De lo 
contrario, estaríamos hablando de un paquete como se muestra en otras tarifas que se dice por tanto $ 100 y 
se paga $ 3.500. Acá los conceptos están claramente abiertos porque se entendió que era justo para que el 
cliente lo interpretara mejor y también de justicia tarifaria. 


SEÑOR BURGUEÑO.- Quiero hacer algunos comentarios breves. 


En primer lugar, quiero aclarar que desde el punto de vista técnico, tanto el cargo fijo como el cargo por 
potencia como los relativos a la energía son componentes de costos. Entre el 60% y el 70% del costo que a 
ustedes les llega del servicio eléctrico corresponde a costo de redes, no por generación. Por eso las tarifas 
tienen distintos tipos de precios: unos tienen que ver con el consumo, pero otros no. Tampoco tiene que ver 
con el consumo el costo de la lectura o el de instalar un medidor. Por eso, básicamente las tarifas siempre 
tienen un costo fijo que está vinculado al costo del proceso comercial de lectura, un costo vinculado a la 
potencia que es la máxima energía instantánea en el mes que consume un cliente y que tiene que ver con la 
red y también un costo que tiene que ver con los kilovatios/hora consumidos durante un período por el 
cliente. Entonces, en cualquiera de los componentes estamos hablando de costos. 


La segunda aclaración que quería hacer es desde la perspectiva tarifaria, lo que tiene que ver con tarifa social 
o con lo que inclusive, está planteado en el artículo 7”. Es claro que cuando el fundamento no es de costos ni 
de electricidad sino que tiene que ver con problemas sociales, si intenta convertirse en una tarifa, se hace muy 
complejo, sobre todo porque es muy posible que los beneficiarios no sean los que realmente deseen 
beneficiarse. 


La idea general es que si una persona consume poco -100 o 200 kilovatios- es de bajos ingresos. Yo diría que 
estamos acertando en un 50%. Consume poco una vivienda de balneario, que a veces está siete meses al año 
cerrada o que, inclusive, cuando está habitada tiene un parque electrodoméstico muy elemental, pero no 
porque su habitante tenga bajos ingresos. A veces consume poco un apartamento muy lujoso donde todos los 
servicios importantes están centralizados; la empresa eléctrica no lo va a leer en el medidor del apartamento 
porque si la calefacción y el agua caliente está centralizada eso está registrado en otro medidor, y yo voy a 
creer que ese medidor corresponde a una persona de bajos ingresos. 


También, cada vez más, hay muchos clientes que tienen gran parte del año -a veces más de un año-, 
consumos mínimos simplemente porque están en proceso de alquilar o de vender el inmueble; sus 
propietarios están lejos de tener bajos ingresos. 


Entonces, desde el punto de vista tarifario creo que si se quiere beneficiar a gente que tiene problemas 
sociales, el espíritu que está planteado en el artículo 7” es el que, en general, están adoptando muchos países: 
que no sea la empresa eléctrica o una tarifa la que defina quién debe tener el beneficio social sino que haya 
un subsidio explícito que tenga que ver con variables relativos a lo social, como puede ser el ingreso o como 
los técnicos y quienes saben mucho más que yo en la materia, puedan definir cuáles son. Eso es lo que tengo 
que plantear en cuanto a la tarifa social. 


Creo que es importante lo que dijo el doctor Gabito Zóboli. Concuerdo con el espíritu de que se trate de un 
subsidio explícito, pero no tiene por qué estar vinculado solamente con el componente de energía. Como los 
tres conceptos son costos, pueden ser componentes de la energía, es decir puede estar vinculado a un 
consumo o a un porcentaje de los otros costos. Estamos hablando de subsidiar un costo que obviamente hay 
que compensar de alguna manera. 


Respecto a los carenciados, se une una problemática social y de legalidad como decía el doctor Alem y lo que 
tenemos son descuentos porque el marco jurídico no da la posibilidad de una tarifa social; hay un 


departamento que está trabajando en ese aspecto. Precisamente, los descuentos no los tenemos en un solo 
elemento de la tarifa: hacemos el 80% de descuento en el cargo fijo -el usuario paga solamente el 20%, el 
80% de descuento en el cargo por potencia y el 20% en el cargo de energía pero solamente en el primer 
escalón. O sea que cuando ese cliente, aun carenciado, consume más, como el primer escalón se aplica 
solamente a los primeros 100 kilovatios, tiene un descuento que le pesa menos porcentualmente en la tarifa. 


Claramente, al no estar en el plan de una política social coordinada, los resultados no son fáciles porque todo 
el mundo prefiere no pagar nada a pagar poco. Esa es una desgraciada ley de vida. 


Pero en temas tarifarios, lo que siempre planteamos -y lo que vemos en otros países; inclusive Argentina está 
discutiendo seriamente una mal llamada tarifa social- es precisamente un subsidio en que las empresas no 
sean las que definan quién tiene que ser el beneficiario sino que esa definición venga de otro lado o de 
variables que tengan que ver con la problemática social. 


SEÑOR GABITO ZÓBOLI.- No voy a entrar en ningún elemento polémico, aun cuando tengo puntos 
de vista diferentes a muchos de los que se han expresado acá. Pero sí hay una cuestión de orden general 
que es pertinente a los efectos de esta Comisión, inclusive frente a lo que decía el señor Diputado 
Trobo. 


En teoría al menos, las tarifas deben reflejar los costos de generación, transporte y distribución de la 
electricidad, más una razonable utilidad para reinversión. Pero la realidad es que en todas las épocas, por 
todos los Gobiernos, además de esos costos, las tarifas tienen un componente de recaudación. En la medida 
en que, ya sea por los US$ 80:000.000 que UTE no ganó pero que igual transfirió el año pasado a Rentas 
Generales o por cualquier otra vía -puede ser por tributos que no debería pagar en condiciones de mercado, 
pero paga-, esa transferencia exista, quiere decir que se abre, por lo menos desde el punto de vista político o 
doctrinario, la posibilidad de examinar la pertinencia de esos tributos que no han sido aprobados por el 
Parlamento y la pertinencia de examinar quiénes son los que lo van a pagar. Si nosotros los estamos cobrando 
por la vía de la tarifa sin hacer distingo entre capacidad contributiva o sin tener en cuenta consideraciones 
que uno podría tener de carácter finalista, creo que se podrían estar cometiendo injusticias importantes 
porque, como es sabido, la tarifa es muy difícil de evadir, por lo menos para los que la pagan. Por lo tanto, 
cuando estamos planteando la pobreza -volvamos a resituar el objetivo inicial de la Comisión- no creo que 
fuera justo decir que todo lo que pagamos en tarifas son costos y que por razones de costos nosotros no 
podemos hacer nada. Por el contrario, creo que hay que examinar la desagregación de esos ingresos que 
producen las tarifas y el destino que tienen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 17 y 29) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


